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CONCLUSIONES

Entre 1997 y 2018 México vivió un periodo que podemos considerar único 
en la historia política del país. Fueron veintiún años de gobierno en los que 
el partido del presidente en turno no contó con la mayoría absoluta en la 
Cámara de Diputados en el Senado. Por lo anterior, en estas dos décadas 
México cumplió todos los requisitos de una democracia procedimental. Asi-
mismo, es un hecho que, a partir de 2018, inició una nueva etapa porque el 
partido en el Poder Ejecutivo ha recobrado la mayoría absoluta en ambas 
cámaras, lo que ha propiciado un nuevo reacomodo de las élites políticas. 
Esto se agravó con las elecciones de 2024; no sólo Morena y sus aliados (el 
Partido Verde Ecologista de México y el Partido del Trabajo) obtuvieron 
la mayoría absoluta en las dos cámaras, sino que se hicieron de la mayoría 
calificada a través de una obsequiosa interpretación del artículo 54 de la 
Constitución mexicana, hecha por una mayoría cooptada del Tribunal Elec-
toral del Poder Judicial.

Después de la reforma judicial aprobada en la primera quincena de sep-
tiembre de 2024 podemos afirmar, sin exageraciones, que se ha quebranta-
do la división de poderes en México. El presidente no sólo ha recobrado su 
centralidad tradicional; mientras se cierra este libro, atestiguamos un proce-
so de concentración de poder en la presidencia de dimensiones inimagina-
bles. Aun cuando es muy temprano para definir este nuevo momento, sí son 
claras las señales que nos alertan de un cambio más profundo. Si bien esto 
justifica el haber limitado este estudio hasta 2018, huelga decir que escapa 
al objetivo de este libro estudiar lo mucho que ha pasado después de las elec-
ciones de 2018, y lo que habrá de venir a partir del 1o. de octubre de 2024, 
cuando asume la presidencia Claudia Sheinbaum, con dominio total sobre 
el Congreso y con un nuevo Poder Judicial diseñado para ser cooptado a 
través de la elección popular de todos los jueces locales y federales, personas 
magistradas y personas ministras.

En ese periodo se desarrollaron los elementos necesarios para que Mé-
xico fuera considerado un régimen democrático. Las condiciones electo-
rales permitieron la existencia de un sistema de partidos de pluralismo 
limitado, en el que tres partidos, PRI, PAN y PRD, fueron su principal 
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soporte, aunque hubo muchos otros partidos participantes con una pre-
sencia significativamente más limitada, en la que muchos de ellos tuvieron 
el registro para participar en una sola elección federal. 

El sistema autoritario de partido hegemónico pragmático tuvo sus orí-
genes en 1929, con la fundación del PNR, y dejó de existir en 1997, a pesar 
de que el PRI hubiera sobrevivido e incluso recuperado la presidencia. La 
composición plural del Congreso permitió, y en algunas ocasiones obligó, 
a replantear la división de poderes. Algunas de las facultades metaconsti-
tucionales del presidencialismo autoritario desaparecieron, o simplemente 
fue imposible o irrelevante volver a ejercerlas; por ejemplo, una vez que los 
gobernadores, de cualquier color, tuvieron la legitimidad de haber llegado 
a sus puestos a través del voto popular, el presidente ya no pudo moverlos 
como fichas en un tablero de ajedrez para resolver una crisis política. Tu-
vieron que aprender a negociar los presupuestos y las iniciativas de ley, que 
ya no se aprobaban en los términos que el Ejecutivo había propuesto. Por 
primera vez, iniciativas de reformas constitucionales o legales le eran recha-
zadas al partido en el gobierno.

La LVII Legislatura (1997-2000) tuvo la oportunidad y la necesidad 
de rehacer las reglas internas del Congreso y, a partir de la condición de 
pluralidad, reconstruir la relación entre el Poder Legislativo y el Poder Eje-
cutivo. Normativa y, prácticamente, cambió la relación entre ambos. Fue 
esta Legislatura la que anunció que había que construir una nueva forma 
de convivencia entre poderes, en clave de dignidad y de respeto. Asimismo, 
se replantearon los órganos de gobierno en ambas cámaras para reconocer 
la importancia de la pluralidad, en específico, para repartirse puestos entre 
los tres partidos más grandes. Por primera vez cobraron importancia los 
trabajos en comisiones; se fortaleció el presupuesto para contratar personal 
especializado que auxiliara en la redacción de las leyes y la administración 
del Congreso, y se empoderó a los grupos parlamentarios, especialmente a 
sus coordinadores, casi siempre hombres.

En este libro he dado cuenta de cuál fue el desempeño del Congreso 
en el proceso de consolidación de la democracia mexicana. Para sorpresa 
de las élites políticas, y de buena parte de la academia, en las siete legis-
laturas de gobiernos sin mayoría hubo gobernabilidad, y a pesar de con-
ductas obstruccionistas de alguno de los partidos, se introdujeron numero-
sas e importantes reformas a la Constitución y se crearon nuevos marcos 
normativos encaminados a la capacidad de control del Poder Legislativo 
sobre el Ejecutivo. Entre estos cambios e innovaciones están la transfor-
mación de la Contaduría Mayor de Hacienda en la Auditoría Superior de 
la Federación, las leyes de transparencia que garantizaron el acceso a la 
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información gubernamental, o las del Sistema Nacional Anticorrupción, 
entre otras. Lo anterior tuvo como objetivos otorgar una mayor densidad 
a la democracia para trascender las reglas y procedimientos de acceso al 
poder y mejorar el sistema de rendición de cuentas. Se abandonó el pre-
sidencialismo autoritario para entrar en un presidencialismo transicional, 
que no acabó por transformarse en un sistema presidencial auténticamen-
te democrático.

Podemos afirmar que entre 1990 y 2018 los tres partidos más relevan-
tes fueron el PRI, el PAN y el PRD. Estas tres fuerzas políticas estuvieron 
en condiciones de tomar la mayoría de las decisiones políticas; a veces con 
acuerdos tripartitas, las más de las veces la tensión confrontaba a un par-
tido con los otros dos. Esto permitió que el partido en el gobierno pudiera 
conseguir algunas de sus iniciativas en acuerdo con uno de los dos partidos 
opositores. 

Las primeras dos legislaturas de la era de los gobiernos sin mayoría, la 
segunda de Zedillo y la primera de Fox, fueron las más complejas para el 
Ejecutivo, y en ellas encontramos más desplantes obstruccionistas a las lla-
madas reformas estructurales —energética (luz y petróleo), de educación y 
de telecomunicaciones—, que se postergaron hasta el primer periodo del 
gobierno de Peña Nieto, donde, bajo el paraguas del Pacto por México, se 
aprobaron propuestas que habían planteado Zedillo o Fox. 

Paulatinamente, la élite política encontró cómo funcionar en esas nue-
vas condiciones. Los procesos legislativos se volvieron más lentos y la ca-
pacidad de deliberación y negociación fue pieza fundamental en la polí-
tica mexicana. Por desgracia, muy pronto supieron que el dinero público 
podía aceitar cualquier decisión de la maquinaria política; el rediseño de 
la ingeniería constitucional se facilitó con prácticas de corrupción que 
hicieron las negociaciones más fáciles y, sobre todo, más rápidas. Pronto 
se establecieron políticas de pork barrel que degeneraron en los llamados 
moches, donde legisladores y gobernantes se llevaban una buena tajada de 
los contratos de obra pública a cambio de aprobarlas en el Congreso o en 
el Cabildo.

En los primeros años de este periodo hubo un verdadero interés por for-
talecer al Poder Legislativo. Se tomaron en serio el trabajo en comisiones, 
que se redujeron sustancialmente, y la Comisión de Vigilancia hacía una 
buena revisión de la Cuenta Pública a través de la ASF, que depende de ella. 
Sin embargo, las tendencias suicidas de la democracia pudieron más que la 
vocación democrática de las élites. Fueron los tres partidos ya mencionados 
los que recambiaron las leyes internas del Congreso; permitieron la proli-
feración de iniciativas de ley, sin importar si tenían sentido, y regresaron al 
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esquema perverso de incrementar el número de comisiones cada vez que 
necesitaban distribuir un mayor número de puestos, a los que se agregaban 
ciertas prerrogativas. En pocas palabras, muchas de estas contrarreformas 
fortalecieron a los partidos políticos por encima del Poder Legislativo. 

En la era de los gobiernos divididos no sólo fue posible reformar la 
Constitución, como ya quedó mostrado en este texto; fue el periodo en el 
que, en términos anuales, hubo más cambios en promedio. Muchos de ellos 
se hicieron en el campo de los derechos fundamentales, y otros tantos en la 
búsqueda de nuevas formas de ejercer el poder. No obstante, como vimos, 
muchos de estos acuerdos fueron “normas borrachas” que no reflejaron un 
auténtico acuerdo entre las fuerzas políticas, y, por tanto, se implementa-
ron de manera muy deficiente o, de plano, nunca se pudieron redactar las 
normas secundarias. La desvinculación de las reformas constitucionales del 
presupuesto impidió el desarrollo de políticas públicas que hicieran realidad 
los cambios normativos.

Esto dejó en evidencia la limitación de la transformación a partir de 
reformas legales, e incluso constitucionales, para consolidar la democracia, 
pero además agravó la relación esquizofrénica de los mexicanos con la legis-
lación. Por un lado, tenemos la convicción de que no hay mal nacional que 
no pueda remediarse a través de la creación de nuevas normas o la reforma 
de las existentes; por otra parte, también existe la certeza de que las leyes se 
hicieron para ser violadas, porque generalmente percibimos que están mal 
hechas. No falta quien diga: “tenemos leyes maravillosas, el problema es que 
no se aplican”. Esto se agravó y, por tanto, debilitó el Estado de derecho y 
el compromiso de los individuos y las instituciones de cumplir la ley, lo que, 
sin duda, dificultó la consolidación democrática.

Las múltiples reformas electorales, las anteriores a 1996, la de ese año 
y las posteriores, siempre tuvieron en el centro de las decisiones a los parti-
dos políticos, no sólo porque ellos las conformaron, sino porque las hicieron 
para su beneficio, y se olvidaron, por así decirlo, de la materia prima de 
estos; es decir, de las y los ciudadanos. Como mencionamos, los partidos 
políticos dejaron de ser organizaciones para la sociedad y se convirtieron en 
parte esencial del Estado, fondeados por el erario.

No tengo duda de que los partidos son conditio sine qua non de la democra-
cia liberal representativa; sin embargo, el haberse olvidado de las y los ciu-
dadanos tuvo graves consecuencias, durante los años que se desaprovecha-
ron, para la consolidación democrática. Muy pronto los partidos se dieron 
cuenta de que su poder dependía de la fortaleza de sus clientelas, y no de su 
militancia; se preocuparon por establecer relaciones de dependencia, y no 
por fortalecer las cualidades cívicas de la ciudadanía. Como diría Fernando 
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Escalante Gonzalbo, los ciudadanos en México siguieron siendo imagina-
rios. Así, es posible afirmar que esta débil cultura democrática-ciudadana 
haya favorecido a que, rápidamente, los partidos, en tanto fueron los pro-
tagonistas de la transición, adoptaran conductas oligopólicas propias de un 
cártel, en los términos descritos por Katz y Mair.

El pacto no escrito entre los tres principales partidos trascendió en el 
reparto de las clientelas electorales y en el poder del Congreso. Ante la pér-
dida del control propia de cualquier transición, los espacios de corrupción 
florecieron como hongos en la humedad; a pesar de haber fortalecido el dis-
curso y las instituciones de rendición de cuentas, pronto la élite política se 
sumió en lo que podríamos llamar un pacto de omertà. Los tres partidos en-
cabezaron algún gobierno estatal y muchos municipales; sin embargo, todos 
fueron responsables de escándalos de corrupción. El silencio y la impunidad 
favoreció a todos en el corto plazo y generó un profundo descontento social 
en contra de la “partidocracia”. 

Regreso aquí a los planteamientos de Garzón Valdés y las tendencias 
suicidas de la democracia. No hay (re)fundación de una democracia sin 
una transformación importante de las disposiciones constitucionales y le-
gales que den lugar a nuevas instituciones, pero es imposible que una de-
mocracia procedimental perdure sin una transformación ética de los va-
lores culturales en clave democrática: sin demócratas no hay democracia. 
Así, una neonata democracia no logrará estabilizarse y rápidamente caerá 
en una tendencia hacia un nuevo autoritarismo. En México, las élites po-
líticas tuvieron muy pocos, y acaso muy débiles, líderes democráticos; en 
todo caso, no fueron suficientes para transformar el ethos colectivo. Por 
regla general, tuvieron que optar por su interés particular o el bien de su 
partido, por encima del bien común y los valores y principios propios de 
la democracia. 

En resumen, tenemos seis conclusiones preocupantes:

i)	 Las tendencias suicidas de la democracia tuvieron mayor peso que la 
vocación democrática de las élites.

ii)	 El poder de los partidos políticos fue la columna vertebral de todas 
las reformas político-electorales. 

iii)	 Paradójicamente, sin fondeo público no se hubiera concluido la tran-
sición democrática, pero es innegable que los partidos políticos de-
jaron de ser organizaciones de la sociedad y se convirtieron en parte 
esencial del Estado.

iv)	 El poder de los partidos se volvió dependiente de la fortaleza de sus 
clientelas; sus militancias acabaron siendo irrelevantes.
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v)	 En México se generó un acelerado proceso de cartelización del siste-
ma de partidos, acompañado de un pacto de omertà con altos niveles 
de tolerancia a las conductas corruptas de la élite política.

vi)	 Es imposible que una democracia procedimental se estabilice y per-
dure sin una transformación ética de los valores culturales en clave 
democrática.




